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EXPEDIENTE SAC: 10127531 - MARTIN, VICTOR HUGO C/ PROVINCIA ART S.A. - PROCEDIMIENTO DECLARATIVO ABREVIADO - LEY DE RIESGOS 
PROTOCOLO DE SENTENCIAS. NÚMERO: 207 DEL 10/12/2021 
SENTENCIA NUMERO: 207. CORDOBA, 10/12/2021. Y VISTOS estos autos caratulados: “MARTIN, VICTOR HUGO C/ PROVINCIA ART S.A. - PROCEDIMIENTO DECLARATIVO ABREVIADO - LEY DE RIESGOS – Nº 10127531”, de los que resulta: 

I) Con fecha 8/06/2021, mediante la petición “DEMANDA”, comparece el Sr. Victor Hugo Martin, DNI Nº 32.124.089 con el patrocinio letrado de las Dras. Evangelina Acevedo y María Clara Almirón y entabla formal demanda laboral en contra de PROVINCIA A.R.T. S.A. reclamando indemnización por un porcentaje  de incapacidad laborativa de 5,48% de la T.O. incluidos factores de ponderación derivado del accidente de trabajo sufrido con fecha 06/01/2020, reconocido mediante Dictamen de fecha 12/03/2021 en expediente de la S.R.T. Nº 83125/20, sin determinarse incapacidad. Relata que ingresó a trabajar en relación de dependencia laboral para su empleador TECNUS S.R.L. en perfectas condiciones físicas y psíquicas y sin mengua en su capacidad laborativa, cumpliendo con una jornada laboral diaria de lunes a viernes de 7 a 16.30 horas. Reseña que el día 06-01-2020, siendo aproximadamente las 9 horas de la mañana, mientras se encontraba realizando sus tareas habituales, reparando una máquina mezcladora de hormigón sufre aplastamiento del dedo índice de la mano derecha. Que como consecuencia del accidente laboral sufrido, ese mismo día el actor realizó denuncia del siniestro ante su aseguradora PROVINCIA ART S.A. quien reconoció la contingencia denunciada y brindó las prestaciones médicas correspondientes. Como consecuencia de ello, el Sr. Martin recibió asistencia médica en la Clínica Privada Vélez Sarsfield donde le realizaron estudios médicos y concurrió a todas las citaciones previstas hasta que con fecha 04/02/2020 la ART le otorgó al damnificado el alta médica sin incapacidad. Señala que a raíz de continuar con dolencias y secuelas incapacitantes, con fecha 09/03/2020, el trabajador inició un expediente Nº 83125/20 ante la Comisión Médica Jurisdiccional Nº 5 por Divergencia en la determinación de la incapacidad y que en el mencionado expediente, se emitió un dictamen médico con fecha 12/03/2021, mediante el cual se calificó al siniestro como “ACCIDENTE DE TRABAJO” sin determinarse incapacidad. Agrega que el día 08/04/2021 se envía la Disposición de clausura de este trámite por divergencia en la determinación de la incapacidad con lo cual se da por concluido el procedimiento administrativo previo. Finalmente impugna el dictamen de la Comisión Médica teniendo como base al certificado con criterio divergente expedido por su médico tratante Dr. Raúl Hilario Mamani, con fecha 07/05/2021 en el cual consta que el actor padece  de secuelas incapacitantes y limitación funcional provocadas por padecer de: “LESIÓN POR ASTRICCIÓN DEL DEDO ÍNDICE MANO DERECHA CON LIMITACIÓN FUNCIONAL Y ALTERACIÓN DE LA SENSIBILIDAD”, fijándose un porcentaje de incapacidad parcial permanente y definitiva del 5,48% de la T.O., incluidos factores de ponderación. En consecuencia, reclama la prestación dineraria en base a dicho porcentual, derivadas de la Ley 24.557 art. 14 apartado 2 inc. a) con más el 20% correspondiente al art. 3 ley 26.773 que arroja un total estimado provisoriamente de $ 231.072, quedando el monto definitivo a lo que en más o en menos resulte de la prueba a rendirse en autos, todo con sus correspondientes intereses y costas. El accionante solicita se declare la inconstitucionalidad del Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 669/2019 (publicado por el B.O. el 30/9/19). Solicita asimismo, la declaración de inconstitucionalidad del apartado 2º del artículo 12 de la ley 24.577 reformado por la ley 27.348 y requiere que la indemnización que le corresponde al trabajador sea calculada por los intereses conformados por tasa pasiva promedio BCRA e intereses compensatorios del 2% conforme criterio del TSJ en autos “Hernández c/ Matricería Austral S.A.” sentencia de junio de 2002 o criterio posterior que fije la doctrina judicial, en cuanto le sea más beneficioso. Cita jurisprudencia. Ofrece prueba. Formula reserva del caso federal.
II)  Impreso el trámite de ley,  la demandada PROVINCIA A.R.T. contesta la demanda mediante petición “TRASLADO-EVACUA” de fecha 22/7/21 presentada por su apoderado Dr. Rodrigo De Hernández. La demandada opone defensas de falta de acción y falta de legitimación sustancial pasiva en función de sostener que la dolencia no reviste el carácter de accidente de trabajo, alega que la dolencia denunciada sería de naturaleza inculpable. Niega la ocurrencia del hecho que el actor relata como sucedido el 06/01/2020, en lo que respecta a las circunstancias de tiempo, modo y lugar. Niega las características de la relación laboral en relación a TECNUS S.R.L. Niega la secuela producto del accidente, grado de incapacidad invocado por el actor y su inclusión de la dolencia en el Baremo de Evaluación de Incapacidades Laborales (Decreto 659/96, t.o. Decreto 49/14). Impugna la liquidación practicada en demanda, ratificando lo determinado en Comisión Médica en cuanto a la inexistencia de incapacidad. Asimismo, impugna el certificado médico acompañado con la demanda.  La demandada rechaza el planteo de inconstitucionalidad del Art. 12 de la ley 24.557 y peticiona la aplicación del DNU 669/19. Ofrece prueba. Cita doctrina y jurisprudencia. Formula reservas del repetir contra la firma empleadora, del caso federal y de Casación.
III) Con fecha 31/08/2021 se celebra la audiencia preliminar. No habiendo las partes arribado a acuerdo, se abre a prueba la causa, se admitieron y diligenciaron las pruebas respectivas. Con fecha 7/12/2021 se lleva a cabo la continuación de la audiencia única, en la que no se logró acuerdo. El registro audiovisual de lo producido en el acto obra asociado al SACM y resguardada su copia digital en Secretaría. Las partes rindieron sus respectivos alegatos.
Y CONSIDERANDO:
I) Reclama el actor indemnización por incapacidad laborativa derivada de la afección con nexo causal en el accidente de trabajo sufrido el  6 de enero de 2020, impugnando lo resuelto  por la Comisión Médica en el Expediente Nº 83125/20. Como consecuencia  del siniestro, según su médico tratante, el accionante invoca que padece una lesión por astricción del dedo índice mano derecha con limitación funcional y alteración de la sensibilidad, que le provoca una incapacidad del 5,48% de la T.O. incluidos factores de ponderación. 
II) Según lo registrado en la audiencia preliminar celebrada con fecha 31/08/2021 (OP. SACM Audiencia Única - Primera parte - Acta) y documental arrimada a la causa, no se encuentra controvertidas en autos  las constancias  labradas por ante la Comisión Médica en el expediente  Nº 83125/20, actuaciones que obran agregadas como archivos adjuntos “PARTE 1 MARTIN.pdf” y “DOCUMENTAL PART 2 MARTIN.pdf” a la Operación SACM nº 5575082. Con esta documental se verifica que:  la Comisión Nº 5 en el dictamen médico de fecha 12/03/2021  diagnosticó que el actor sufrió herida de dedo índice derecho de la mano, como consecuencia del referido evento del 06/1/20, el que calificó como  accidente laboral, sin asignar porcentaje incapacitante;  que PROVINCIA A.R.T. S.A. mantenía vigente el contrato de seguro con la firma empleadora TECNUS S.R.L.-CUIT: 30-70841408-1 al momento del siniestro, brindando  las prestaciones médicas respectivas; y  que sólo el accionante  recurrió la referida  resolución administrativa. En función a lo descripto,  siguiendo la doctrina del Tribunal Superior de Justicia en autos “Rojas, Leandro Ariel c/ Consolidar ART” (Sentencia del 13.04.2021), no cuestionados los datos referenciados por la Aseguradora durante la tramitación administrativa, las negativas genéricas efectuadas por la accionada en este proceso bajo las previsiones contenidas en el art. 192 del CPCC,  no los desvirtúan,  por lo que queda acreditada la existencia del accidente laboral sufrido por el trabajador, y que el mismo le produjera la lesión por la que se reclama, en consecuencia corresponde rechazar las defensas de falta de acción y falta de legitimación sustancial pasiva interpuestas por la accionada. 
III) En base a esta primera conclusión, en el litigio queda sólo definir si el actor porta en relación a la lesión sufrida algún grado de incapacidad, su calificación definitiva y en su caso, el monto prestacional correspondiente, para lo cual  efectuaré una valoración del resto del material probatorio rendido en la causa.  
IV) En la operación del SACM  PERITO - DICTAMEN - PRESENTA de fecha 19/10/2021 obra la  pericia médica oficial, realizada por el  Dr. Fernando Hugo Abad, llevada a cabo en presencia de los peritos de control Dres. Raúl Mamani e Ignacio Orduña.  En este  informe, se registraron los antecedentes personales del actor, y analizaron los estudios complementarios practicados al trabajador, un electromiograma de miembros superiores (realizado por el Dr. Turrado MP 14974, con fecha 05.10.2021) y ecografía de  mano derecha: (realizada en la Clínica Junín de Córdoba con fecha 29.04.2021).  Luego de efectuar  un estudio físico clínico,  en la inspección se detectaron dos cicatrices traumáticas: una con dos puntos de sutura en el dedo índice derecho a nivel de la primera falange, en su cara externa (radial), y otra en la cara interna del mismo dedo a la misma altura. En lo funcional no se detectaron  limitaciones a nivel articular. En la mano derecha se determina que las funciones de puño, garra y aro se conservan,  mientras que se presenta comprometida de manera moderada la función de pinza del dedo índice por disminución de la fuerza. Respecto a la sensibilidad, en el examen clínico se presentó conservada la sensibilidad del dedo índice derecho acusando parestesias. Se concluyó que el actor presenta secuelas de un traumatismo en dedo índice derecho que consisten en limitación funcional (función de pinza) y alteración de la sensibilidad (parestesias). Por compromiso de la función de pinza del dedo índice derecho se asignó un 1,32%, detallando que tal porcentaje se obtuvo considerando la limitación funcional de la pinza moderada 2, que corresponde al 10% de la mano, es decir 6,60%, dividido por cinco (cinco dedos): 1,32%, todo según Baremo Decreto 478/1998. Se cuantificaron los factores de ponderación: edad: 2%, dificultad para realizar sus tareas habituales: leve: 10%, total de factores 12%. (Baremo Decreto 659/96). Finalmente se fijó  un total de incapacidad de uno coma cincuenta y tres por ciento (1,53%),  porcentaje compuesto por  1,32% más  un 0,21% (12% de 1,32%) correspondiente a factores de ponderación.- 

La demandada con fecha 28/10/2021  impugnó la pericia sosteniendo que se basó en el  electromiograma de miembros superiores, realizado por el Dr. Turrado MP 14974, con fecha 05.10.2021. Considera que este informe médico no habría ingresado en legal tiempo y forma al proceso, ya que fue presentado en forma extemporánea y por una vía inadecuada,  al momento de realizarse la pericia médica, sin  la posibilidad de control de la accionada. Examinado el peritaje oficial rendido, en el mismo específicamente se hace referencia a que los hallazgos  clínicos relevados responden a lo registrado en la ecografía que acredita en la zona afectada  desarquitecturización por corte en dedo índice derecho,  y no con lo  informado en la electromiograma que acusa una lesión sensitiva completa en dedo índice derecho. Ante tal discrepancia el galeno expresamente aclaró que no basó sus conclusiones en ese informe  electromiográfico. En función a ello la impugnación queda sin sustento, por lo que corresponde desestimarla. 
Por su parte, la actora el 29/10/2021 impugna el peritaje oficial sosteniendo que el experto no especifica el método utilizado para arribar a la conclusión respecto a la conservación de la  sensibilidad en el  dedo índice derecho,  y lo critica porque no tiene en consideración el diagnóstico obrante en la electromiografía de miembros superiores. En oportunidad de alegar  la actora se adhirió  a las conclusiones vertidas en este  dictamen judicial, lo que neutraliza las observaciones efectuadas. Sin perjuicio de ello cabe destacar que en el informe  el perito evalúa la sensibilidad del miembro a través del examen clínico  y como se expusiera precedentemente, descarta el citado estudio electromiográfico por las razones ya  apuntadas.  Al momento de merituar la prueba la accionada reitera su adhesión a las conclusiones del  informe presentado por su perito de control  Ignacio A. Orduña, en la op. SACM AGREGA del 02/11/2021. Este   informe solo postula un disenso con el informe oficial. El perito de control expone una postura distinta al criterio sustentado en el dictamen judicial, aportando razones que no alcanzan a descalificarlo. En tal sentido el Tribunal Superior de Justicia señala que el informe en disidencia del perito médico de control debe proporcionar pruebas de mayor rigor científico o técnico que desmerezcan las conclusiones del perito oficial (“Ortega de Ahumada, Wenseslada Elena c/Félix Federico Bennato y/o Propietario del Bar y Restaurante “Munich” – Laboral – Recurso de Casación”) situación que no se presenta en la causa.  En el informe médico oficial se explicó, y fundamentó el modo en el que se verificó y determinó el porcentaje de incapacidad. El valor incapacitante asignado se encuentra dentro de los porcentajes establecidos en los decretos 659/96 y 49/2014 correspondientes a las limitaciones funcionales previstas para el dedo índice de la  mano. La cuantificación de los valores de los factores de ponderación se efectuó bajo los parámetros del  decreto 659/96. Por tales razones otorgo pleno valor probatorio a este informe judicial y en consecuencia se hace lugar a la demanda por una incapacidad parcial y permanente del 1,53 por ciento de la t.o. incluidos factores de ponderación, por secuelas de  traumatismo en dedo índice derecho consistente en limitación funcional y parestesia. 
V) En el archivo anexo AFIP - Aportes en Línea.pdf a  la operación del SACM CUMPLIMENTA del 03/09/2021 la actora acompaña un extracto del monto de las remuneraciones percibidas por el actor registradas en el módulo aportes en línea de AFIP, datos no impugnados por la accionada. Analizando los cálculos formulados en el reclamo para establecer el valor del IBM del actor, las cifras allí consignadas en términos generales se corresponden a los datos aportados por  AFIP, índices RIPTE publicados en la página oficial https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/2020/06/mteyss-ripte-09-septiembre-2021.pdf , y metodología de cálculo establecida en el art. 12 de la ley 24557. La demandada se limitó a impugnar los conceptos, montos y cálculos expuestos por la actora, sin desvirtuarlos, ni indicar fundadamente el importe de la liquidación que correspondería, por lo que en función a lo referenciado y  previsiones contenidas en el art. 83 bis 4º párrafo de la ley 7987 t.o. ley 10596, corresponde fijar el valor del IBM del actor  en la suma de $ 34.679,72. 

VI) INTERESES: vigente al momento del accidente el  DNU 669/2019 (B.O. 30/09/2019) y frente al pedido expreso efectuado por la accionante, corresponde me expida en relación a la validez de la modificación impuesta en tal dispositivo al  Art. 12 de la Ley 24.557 y sus modificaciones. La interpretación de la Constitución Nacional, en cuanto regula los decretos de necesidad y urgencia, debe ajustarse a los principios del estado constitucional. El art. 99 inc. 3 de la Constitución Nacional establece: "El Presidente de la Nación tiene las siguientes atribuciones: [...] 3. Participa de la formación de las leyes con arreglo a la Constitución, las promulga y hace publicar. El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir disposiciones de carácter legislativo. Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los trámites ordinarios previstos por esta Constitución para la sanción de las leyes, y no se trate de normas que regulen materia penal, tributaria, electoral o de régimen de los partidos políticos, podrá dictar decretos por razones de necesidad y urgencia, los que serán decididos en acuerdo general de ministros que deberán refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete de ministros. El jefe de gabinete de ministros personalmente y dentro de los diez días someterá la medida a consideración de la Comisión Bicameral Permanente, cuya composición deberá respetar la proporción de las representaciones políticas de cada Cámara. Esta comisión elevará su despacho en un plazo de diez días al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento, el que de inmediato considerarán las Cámaras. Una ley especial sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara regulará el trámite y los alcances de la intervención del Congreso". Respecto al alcance de este dispositivo,  en el precedente "Verrocchi" (Fallos: 322:1726) la Corte Suprema de Justicia de la Nación, resolvió que para que el Presidente de la Nación pueda ejercer legítimamente las excepcionales facultades legislativas que, en principio, le son ajenas, es necesaria la concurrencia de alguna de  dos circunstancias: que sea imposible dictar la ley mediante el trámite ordinario previsto por la Constitución, vale decir, que las cámaras del Congreso no puedan reunirse por circunstancias de fuerza mayor que lo impidan, como ocurriría en el caso de acciones bélicas o desastres naturales que impidiesen su reunión o el traslado de los legisladores a la Capital Federal; o que la situación que requiere solución legislativa sea de una urgencia tal que deba ser solucionada inmediatamente, en un plazo incompatible con el que demanda el trámite normal de las leyes . La CSJN delimita clara y rigurosamente los contornos dentro de los cuales debe conducirse el PEN para no extralimitarse en la facultad excepcional que le otorga el art. 99.3 de la C.N. e incurrir en usurpación de atribuciones que corresponden al Legislativo. En la causa “Consumidores Argentinos c. EN - PEN - Dto. 558/2002 - SS - Ley 20.091 s/ Amparo Ley 16.986” (19/05/2010) remitiéndose  al precedente citado,  dejó categóricamente indicado que los decretos de necesidad y urgencia fueron admitidos por la Convención Constituyente del ‘94 para atenuar el presidencialismo y por ello su uso por parte del Poder Ejecutivo debe ser limitado. Explícitamente indicó que el Poder Judicial deberá entonces evaluar si las circunstancias invocadas son excepcionales, o si aparecen como manifiestamente inexistentes o irrazonables; en estos casos, la facultad ejercida carecerá del sustento fáctico constitucional que lo legitima.  El Ejecutivo Nacional dicto el referido DNU con el propósito de continuar con la línea de correcciones regulatorias que contribuyen a mejorar las condiciones de sostenibilidad del sistema de Riesgos del Trabajo. Entendió que existe un descalce entre el rendimiento financiero de los activos de las Aseguradoras y la ultra utilidad en favor de los beneficiarios resultante de la actualización de sus pasivos,  por lo que miras de  asegurar la continuidad de las condiciones de sostenibilidad del Sistema, mediante uno financieramente viable, y con garantías técnicas que permitan actuar ante un posible deterioro de la situación patrimonial de las Aseguradoras, alteró la  modalidad de ajuste, implementada por la Ley N° 27.348, complementaria de la Ley N° 24.557 y sus modificaciones. Justificando esta medida el PEN se limitó a esgrimir “que la naturaleza excepcional de las cuestiones planteadas hace imposible el seguir los trámites ordinarios previstos en la CONSTITUCIÓN NACIONAL para la sanción de las leyes”. Analizando el alcance de esta disposición la misma constituye una flagrante violación al principio de progresividad de los Derechos sociales, entre ellos los laborales, produciendo una indebida innovación de carácter legislativa. La  responsabilidad,  si la hubiere, de los desajustes detectados descriptos en el decreto “… perjudicial asimetría de tratamiento entre los pasivos y activos de las compañías de seguros...” o  existencia de  un posible “... riesgo sistémico que la presente medida busca evitar...”,  no corresponde sea trasladada a los beneficiarios del sistema. En el régimen de la LRT si  hay compromiso financiero, la responsabilidad  recae en primer término sobre la empresa, y subsidiariamente  en el Estado. Lo que resulta inadmisible  es que el supuesto desequilibrio sea afrontado por los trabajadores. Así lo ha entendido el Juzgado Nacional de 1º Instancia del Trabajo Nro. 41 en autos” Fernández, Miguel Ángel c. Experta ART SA s/ accidente - ley especial • 09/10/2019” (LALEY AR/JUR/29695/2019) fundamentos a los que me remito y hago parte de la presente en razón de la brevedad. Además, en el dispositivo en examen,  sólo se exponen los objetivos que motivan su dictado, pero se omiten identificar concretamente las razones de “necesidad y urgencia” o la concurrencia de  circunstancias excepcionales como las apuntadas por la CSJN., que autoricen al PEN el ejercicio de una función impropia, legislar sobre cuestiones de derecho común. Bajo tales circunstancias, encontrándose el Congreso al momento del dictado del decreto  sesionando, la acotada referencia efectuada invocando imposibilidad de cumplir los trámites legislativos ordinarios no satisface tales recaudos. Asimismo, a la fecha el Poder Legislativo conforme lo establecido en el artículo 82 de la Carta Magna  no ha ratificado tal dispositivo. En función a ello el dictado de esta  norma  no sólo infringe palmariamente el deber republicano de motivar la  decisión que se pretende  adoptar (Fallos: 324:1860) sino que viola expresamente las condiciones de validez previstas  en  el art. 99.3 de la Carta Magna.  En tal sentido a emitido opinión  la Señora  Vocal de Cámara Dra. Silvia Díaz en la Sentencia Nº 136 del año 2021,  autos “EXPEDIENTE SAC: 7852138  BLANCO, DAMIAN C/ OMINT ART S.A - ORDINARIO - ENFERMEDAD ACCIDENTE (LEY DE RIESGOS)”. De acuerdo  a todo lo expuesto  el DNU 669/19 es inconstitucional en función a:  no concurrir  la  necesidad ni urgencia que  autoricen al PEN  sustituir el artículo 12 de la Ley N° 24.557 y sus modificaciones; por haberse dictado mientras el Congreso está sesionando, lo que le resta su carácter necesario y urgente;  y por estar dirigido  a privilegiar un sector minoritario de la comunidad en detrimento de todos, ya que se intenta proyectar un posible deterioro de la situación patrimonial de las Aseguradoras al conjunto de trabajadores cubiertos por la LRT.-
Declarada en el caso la inconstitucionalidad del DNU 669/2019 (B.O. 30/09/2019), corresponde determinar los factores de cálculo de la fórmula indemnizatoria respectiva, bajo las previsiones  del Art. 12 LRT, modificado por el Art. 11 de la Ley 27.348. Esta  norma establece:” Ingreso base. Establécese, respecto del cálculo del monto de las indemnizaciones por incapacidad laboral definitiva o muerte del trabajador, la aplicación del siguiente criterio:1°. A los fines del cálculo del valor del ingreso base se considerará el promedio mensual de todos los salarios devengados —de conformidad con lo establecido por el artículo 1° del Convenio N° 95 de la OIT— por el trabajador durante el año anterior a la primera manifestación invalidante, o en el tiempo de prestación de servicio si fuera menor. Los salarios mensuales tomados a fin de establecer el promedio se actualizarán mes a mes aplicándose la variación del índice RIPTE (Remuneraciones Imponibles Promedio de los Trabajadores Estables).2°. Desde la fecha de la primera manifestación invalidante y hasta el momento de la liquidación de la indemnización por determinación de la incapacidad laboral definitiva, deceso del trabajador u homologación, el monto del ingreso base devengará un interés equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta (30) días del Banco de la Nación Argentina.”  La actora sin identificar el agravio concreto que el dispositivo le genera,  requiere la declaración de inconstitucionalidad del apartado 2º del citado artículo, solicitando que la indemnización que le corresponda al trabajador sea calculada conforme la tasa pasiva promedio BCRA e intereses compensatorios del 2% mensual, siguiendo el criterio del TSJ en autos “Hernández c/ Matricería Austral S.A.” sentencia de junio de 2002 u otro  posterior que fije la doctrina judicial, en cuanto le sea más beneficioso.  La manera de formular el planteo no constituye una impugnación razonable, ni justificada.  Es criterio de la  Corte Suprema de Justicia de la Nación  que no debe recurrirse a la declaración de inconstitucionalidad sino cuando una estricta necesidad lo requiera (Fallos: 248:398), ya que  una declaración de éste tenor  importa un acto de suma gravedad institucional, por lo  que sólo procede cuándo la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional es manifiesta, clara e indudable (Fallos, 314:424). El dispositivo legal citado, además de la tasa de interés, prevé un sistema de actualización de las remuneraciones a tener en cuenta para la determinación de la base de cálculo del crédito, lo cual da una respuesta razonable a la pérdida del poder adquisitivo de la moneda. Chequeando la incidencia de los índices de la Tasa activa publicada en https://consejo.jusbaires.gob.ar/institucional/cálculo, aplicados al valor del IBM fijado, no surge palmario en el caso que la utilización de tales parámetros de actualización resulte patrimonialmente lesiva al trabajador, o implique una reducción  ostensible de la indemnización,  que justifique apartarse de lo reglado en la norma, declarando su inconstitucional. Por ello corresponde inadmitir el planteo de inconstitucionalidad efectuado por infundado.- De acuerdo a lo concluido, al Valor de Ingreso Base fijado a los fines del cálculo  ($ 34.679,72.) se le adiciona desde la fecha del accidente (6/1/2020)  hasta la fecha de la liquidación de las prestaciones respectivas,  un interés equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a 30 días del Banco de la Nación Argentina, según lo establece el segundo  párrafo del Art. 12 LRT, modificado por el Art. 11 de la Ley 27.348. Consultados  los datos contenidos en la página del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires (https://consejo.jusbaires.gob.ar/institucional/cálculo), y efectuados los cálculos matemáticos pertinentes,  el monto del Ingreso Base al dictado de la presente resolución, momento en el que se practica el cálculo de la fórmula indemnizatoria,   asciende a la suma total de pesos sesenta mil doscientos veinticinco con cincuenta centavos ($ 60.225,50).
VII) Procedencia de los conceptos reclamados: resueltas las cuestiones previamente analizadas,  corresponde determinar  los parámetros de cálculo de las  indemnizaciones reclamadas en demanda. (a) Indemnización artículo 14, apartado 2, inciso a) de la ley 24.557: reconocido el derecho al resarcimiento, determinado  el valor del  IBM en  $60.225,50 cabe hacer lugar a la  prestación dineraria de pago único fijada por el art. 14 apartado 2 inc. A) de la ley 24.457, conforme texto decreto 1694/09 y ley 26.773, debiéndose tener en cuenta las disposiciones de la ley 27.348. La fórmula respectiva será: 53 veces el Ingreso Base  multiplicado por el coeficiente de edad, y lo que arroje por el porcentaje de incapacidad fijado. Actualizado al día de la fecha conforme lo ya indicado, el Ingreso Base; que el actor al día del siniestro, poseía 34 años de edad, fijada la incapacidad en un 1.53%  de la T.O, la fórmula definitiva queda integrada de la siguiente manera: 53 x $ 60.225,5 x  1.9117  (65 dividido 34) x 1.53 % de incapacidad,  lo que arroja un total de noventa y tres mil trescientos sesenta y uno ($93.361). 
Cotejando estos cálculos con el resultado obtenido aplicando el porcentual respectivo tomando como referencia el piso mínimo establecido en el decreto 1694/09 y sus modificatorias a la fecha del accidente (Nota S.C.E. 76715123/19 $ 2.482.061 x 1.53%= 37975.53), el resultado de la fórmula resulta mayor, por lo que dicho monto es  el que en definitiva debe adoptarse.-
 El art. 3 de la Ley 26.773, dispone “Cuando el daño se produzca en el lugar de trabajo o lo sufra el dependiente mientras se encuentre a disposición del empleador, el damnificado (trabajador víctima o sus derechohabientes) percibirá junto a las indemnizaciones dinerarias previstas en este régimen, una indemnización adicional de pago único en compensación por cualquier otro daño no reparado por las fórmulas allí previstas, equivalente al veinte por ciento (20%) de esa suma”.  Con lo examinado en la causa,  se evidencia que el reclamo incoado engasta en el enunciado legal, por lo que el actor resulta acreedor también a esta prestación adicional del 20%, que asciende a la suma de pesos dieciocho mil seiscientos setenta y dos ($18.672). Luego el monto total prestacional alcanza  la suma de pesos ciento doce mil treinta cuatro ($112.034).- La demandada deberá depositar  monto de la condena,  dentro de los diez días de notificada la presente resolución, bajo apercibimiento de ley. En caso  de mora en el pago de la indemnización, ésta devengará un interés equivalente al promedio de la tasa activa cartera general nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina, hasta la efectiva cancelación, intereses que se capitalizarán por aplicación del inc. c del Art. 770 CCCN. 
VIII) COSTAS: Las costas deben ser soportadas por la demandada por resultar vencida en la litis, con excepción de las generadas por los peritos de control que se establecen por su orden (arts. 28, LPT y 49 ley 9459). Los intereses que ellas pudieran devengar, se determinarán conforme lo resuelto por el Tribunal Superior de Justicia en el precedente “Hernández Juan Carlos c/ Matricería Austral SA – Demanda” (sentencia número treinta y nueve, del veinticinco de junio de dos mil dos), el dos por ciento nominal mensual, más  la tasa pasiva promedio mensual que publica el Banco Central de la República Argentina. 

Siendo la etapa procesal oportuna, cabe regular los honorarios definitivos de los letrados intervinientes, teniendo en cuenta el valor y eficacia de la defensa, el éxito obtenido, la cuantía del asunto, etapas procesales cumplidas (arts. 31, 36, 39, 97 y cc de la ley 9459) y los honorarios mínimos y máximos previstos en el art. 36 de la LA. Respecto a los letrados de la parte actora la base económica para practicarla de acuerdo a lo estipulado en el Art. 31 inc. 1) del compendio normativo citado, resulta ser el monto de la sentencia. Teniendo en cuenta las pautas cualitativas establecidas en el Art. 39 incs. 1, 3 y 5 de la Ley 9459 y las etapas cumplidas (art.  97 LA) se estima justo fijar el punto medio de la escala prevista en el art. 36 del referido cuerpo legal, es decir un porcentaje del veintidós con cincuenta centésimas por ciento. En relación a los letrados de la demandada,  se fija como base regulatoria un 20% del monto de la condena  (art. 31 inc. 2º -tercer supuesto- C.A) estableciendo  los honorarios definitivos por las tareas cumplidas, en un 22.5% de dicha base. 
Que efectuados los cálculos de acuerdo a los parámetros establecidos, las regulaciones  obtenidas  se encuentran por debajo del  mínimo legal (art. 36, antepenúltimo párrafo ib) por lo que corresponde considerar en cada caso el límite de regulación previsto de 15 JUS.- Los emolumentos del galeno oficial, Dr. ABAD, FERNANDO HUGO se establecen en 8 jus, en virtud del valor, complejidad y desarrollo de la labor, su trascendencia a los fines del dictado del presente decisorio y el tiempo empleado en la realización de las pericias. Corresponde regular los honorarios del perito de control de la parte demandada, Dr. Ignacio Augusto Orduña en el 50% (4 jus) de los honorarios regulados al perito oficial.
IX) Se hace presente que se ha valorado la totalidad de las probanzas de autos, señalando solamente las de carácter dirimente para la resolución del pleito. En función de todo lo expuesto y normas citadas. 
	Por todo lo expuesto, normas legales citadas, EL  TRIBUNAL RESUELVE: 
	 


I. Desestimar las defensas de falta de acción y de legitimación pasiva articuladas por la aseguradora. 

II. Declarar la inconstitucional del DNU 669/19.-

III. Rechazar la inconstitucionalidad planteada por la actora del apartado 2º del artículo 12 de la ley 24.577 reformado por la ley 27.348.

IV. Hacer lugar a la demanda incoada por el Sr. Víctor Hugo Martin, DNI Nº 32.124.089, en contra de PROVINCIA A.R.T. S.A., por la prestación dineraria prevista en el art. 14 ap. 2 a) de la LRT texto ordenado conforme ley 27348, con más la del art. 3 de la  ley 26.773, correspondiente a  una incapacidad parcial, permanente y definitiva del 1,53% de la T.O. producto del accidente sufrido con fecha 6/01/2020 por la patología “secuelas de un traumatismo en dedo índice derecho que consisten en limitación funcional y alteración de la sensibilidad”. Determinar por tales conceptos a la fecha de la presente resolución,  un total prestacional de pesos ciento doce mil treinta y cuatro ($112.034).- 
V.  Costas a cargo de PROVINCIA A.R.T. S.A., con excepción de las generadas por los peritos de control que se establecen por su orden.- 

VI.  Regular los honorarios definitivos de las Dras. Evangelina Acevedo y María Clara Almiron en conjunto y proporción de ley en la suma de  pesos cuarenta y seis mil cuatrocientos siete ($ 46.407). Diferir la regulación del Dr. Rodrigo De Hernandez, atento lo dispuesto por los arts. 26 y 27 de la ley 9459. Regulan los honorarios definitivos del perito médico oficial, Dr. Fernando Hugo Abad, en la suma de pesos veinticuatro mil setecientos cincuenta ($24.750) y al perito de control Dr. Ignacio Augusto Orduña en la suma de pesos doce mil trescientos setenta y cinco ($ 12.375). No regular honorarios al perito de control ofrecido por la parte actora, Dr. Raúl Hilario Mamani atento no haber aceptado el cargo en las presentes actuaciones.- 

VII. Emplazar a la demandada para que en el plazo de quince (15) días cumplimente con el pago de la tasa de justicia que al día de la fecha asciende a la suma de pesos dos mil setecientos setenta con noventa y cuatro centavos    ($2.770,94), bajo apercibimiento de lo dispuesto en los arts. 86 y cc. del C.P.C. y de certificar la existencia de la deuda, lo que constituirá título ejecutorio en los términos del art. 801 del C.P.C. y habilitará la ejecución de la misma por el Estado Provincial.  Emplazar a la demandada y a los letrados para que en el término de tres días cumplimenten con los aportes previstos en los arts. 17 y 35 de las leyes 6468 y 5805 y sus modificatorias respectivamente, todo bajo apercibimiento de ley.

VIII.  La presente deberá cumplirse dentro de los diez días de recibida la notificación, bajo apercibimiento de ley.-
IX. Póngase en conocimiento del Registro Público de Accidentes y Enfermedades de la presente sentencia, a cuyo fin líbrese oficio.-

X.  La obligada al pago deberá consignar el importe correspondiente en la cuenta judicial oportunamente abierta, más la suma por cargo mensual bancario para el mantenimiento de la cuenta, ya que dichos montos integran las costas judiciales del presente, oportunamente deberá requerir su cierre al efecto. Hágase saber a los interesados que en caso de requerir órdenes de pago deberá estarse a lo dispuesto por A.R. Nº 1319 serie “A”, 1/12/2015 del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, implementada en el Fuero Laboral de Córdoba Capital mediante Resolución N° 2 del 18/8/2017.-

XI.  Protocolícese y hágase saber.
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